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aquella persona, de este o aquel grupo de electores.· pues de
no ser ast, ninguna norma aprobada por una mayoria con
ei voto en contra o la abstención de una mlnana podriR
pretender obligatoriedad general, lo que no sólo seria un
absurdo sino tambiéñ contrario al articulo 9.1 de la Consti­
tución y al principio de seguridad juridlca establecláo por el
articulo 9.3 de la misma. Por otra parte los Diputados, en
cuanto integrantes de las Cortes Generales, representan el con·
junto del pueblo espadol, ~e acuerdo con el arUculo 86 de
la Constitución, sin perjuicio del pluralismo politico, que como
valor superior del Ordenamiento reconoce el articulo 1.0 de
la propia Constitución. y de que la voluntad popular resulta
de la concUl:rencia de los distintos partidos, tal como lo esta­
blece el articulo 6.° de la Constitución. Otra cosa seria abrir
el camino a la disolución de la unidad de la representación
y con ello de la unidad del Estado.

". Pasamos ahora a tratar de la vulneración alegada por
los recurrentes del articulo 14 de 1& Constltuc!lón. que esta·
blece que los espai\oles son iguales ante la Ley, sin que pueda
prevalecer .dIscriminación alguna por razón de nacimiento, raza,
sexo, religIón o cualquier otra condición o circunstancia per­
sonal o social.

La Sala no estima que exista el menar indicIo de que se
haya podido producir vulneración alguna del principio de
igualdad dado que el articulo 20.1.3 del Reglamento del Con.
greso es de aplicación igual a todos los Diputados electos
sin distinción alguna. por lo que no existe ni tan siquiera
el término de comparación (existencia de un trato desigual
en supuestos iguales, o inclustt de un trato Igual en supuestos
desiguales), que es requisito imprescindible para poder valorar
la. posible existencia de una vulneración del principio de igual·
dad.

5. Por. último, los recurrentes alegan· como vulnerada la
libertad ideológic~ que garantiza el articuio 16.1 de la Cons-

tituci6n.. sin más limitaci~n, en IUS manifestaciones, qUe la
necQJaT1a para el manteDJmlento del orden público protegido
por la Ley.

La. Sala tampoco estima que este precepto haya sido vulne­
rado. La interpretati6n slst~mtltlca de la Constituci6n, antes
efectuada, lleva a la conclUSión de que ·las manifestaciunes de
la .libertad ideol6gica de .los tftulares de los poderes publicas
-Sin la cual no seria poSIble ni el pluralismo ni el desarrollo
del régimen democnUico- ha de armonizarse en su ejerciCio
con el necesario cumplimiento del deber positivo Inhert>nte al
caJ:'go públ~co de respetar V actUar en su elerclcio con sujeci6n
a la Constitución, y por ello, si se pretendiera modificarla de
acuerdo con los cauces establecidos por la - misma. En defini_
tiva cuando la libertad ideológica Be manifiesta en el ejercicio
de un cargo público, ha de-hacerse con observancia de deberes
inherentes a tal titularidad, que at.rlbuye a una posición dis·
tinta a la correspondiente a cualquier ciudadano.

FALLO

En atenci6n a teda lo expuesto, el Tribunal Constitucional
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSflTUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo,

Py.bliquese en el.BoleUn Oficial del Estado.,

Dado en Madrid a lB de noviembre de 1983.-Manuel Garcfa­
Pelayo Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velaseo
ValleJo.--Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrar Morant.­
Angel Escudero del CorraL-Firmados y rubricados.

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamene. Sierra, Presidente, y don Francisco

'Rubio L1orente, don ·Luis Diez Picazo, don Francisco Tomás y
Valiente. don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Ver·
daguer, Magistrados~ ha ,pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

1. ANTECEDENTES

Primero.-La representaci6n procesal de la Unión General. de
Trabajadores len adelante UGT) interpuso el 28 de marzo de
1983 recurso de amparo contra la sentencia de la ~a:a Tercera
de lo Contenciosa-Administrativo del Tribunal Supremo de 28
de febrero de 1983. por la que 8e resolvia el recur.:iQ de apela·
ci6n interpuesto contra la sentencia de la Sala de 10 Contencioso.

. Administrativo de la AudieA<:ia Nacional de í6 de octubre de
1982. A su vez, la sentencia de la Audiencia Nacional hahla re­
suelto el recurso contencioso·admtnistrativo número 13.624, pro­
movido .por la Confederación Nacional de Trabajo (en adelan­
te CNTJ contra la desestimación presunta de las peticiones por
ella deducidas al Ministerio de Trabajo en contra de la Resolu·
ci6n de 9 de marzo de 1982 por la que se daban instrucciones
p~ra distribuir el crédito de 800.000.000 de pesetas para subven·
clones a Centrales Sindicales cons,ignado en los Presupuestos
Generales del Estado para 1982. El recurso contencioso adminis­
trativo incoado por CNT lo fue al amparo de la Ley 62/1978,
de ~ de diciembre. Para el planteamiento y solución del presente

'. SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados números 202 y 222 de
1983, promovidos por Unión General de Trabajadores de Esp&­
ila WGTJ y ConJederaclón Sindical de Comisiones Obreras
(Cc..OO.J. represent.adas por las Procuradoras de los 1ribunales
doña Elisa Hurtado Pérez y doña Josefa Motos Guirao respec·
tivamente, y bajo la dirección de los Letrados don Ser gfo Ernesw

to Santillán Cabeza y don Miguel González Zamora. contra senw

tencla de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 18 de febrero
de 1983 dictada en recurso de apelaci6n deducid/) contra la
pronunciada por la Saja de lo Contencioso Administrativo de la
Audiencia Nacional, en recurso interpuesto por la Confede'a­
ci6n Nacional del Trabajo (CNn contra la desestimación pre·
sunta de las peticiones deducidas al MinisterIo de 1rabajo en
escrito de 28 de abril de 1982, y contra la Resolucl6n de 9 de
marzo de 1982 que daba instrucciones para distribUir un crédito
de 800.000.000 de pesetas para subvenciones a Centrales Sindica­
les, consignado en los Presupuestos del Estado para 1982, y los
actos que la ejecutaron. En el mencionado asunto han compare·
cido ei Ministerio Fiscal, et Abogado del Estado y Confederaci6n
Nacional de! Trabajo (CNTJ. representada por el Procurador
de los Tribunales don Felipe Ramos Cea y bajo la dirección
del ~trado señor Burgos Pérez. Siendo ponente el Magistrado
don Francisca Tomás y Valiente. quien expresa el parecer .de
la Sala.

recurso de amp"aro importa hacer constar que la Resolución de
la Subsecretaria. de Empleo y Relaciones LabOrales de 8 de
marzo de 1982, impugnada por CNT. habla repartido los ocho­
cientos millones entre cinco Centrales Sindicales, las dos prime·
ras de las cuales. por las cuantfas a ellas asignadas, eran Comi·
siones Obreras (en adelante CC.OO.J y UGT, no siendo ninguna
de las cinco ia CNT.

Segundo.-La Sala de la Audiencia Nacional, por providencia
de 3 de junio, declaró tener por interpuesto el recurso contencio­
so-administrativo número 13.624, ordenó su tramitaCión con arre­
glo a 10 dispuesto en la Ley 62/1978. de 26 de diciembre, y, en
cumplimiento de lo dispuesto en 8U articulo 8.1, ordenó que se
requiriera telegrtlficamente al excelenthtimo señor Subsecreta­
rio del Ministerio de Trabajo la remisión del expediente. Asimis­
mo, al finai de la frovidencla que resumimos se lee: .anúnciese
la interposición de recurso por edicto en el "Boletln Ofidal del
Estado.... Consta en las actuaciones el texto del t,elegrama al
Subsecretario y el oficio de remisión por éste a la Audiencia
Nacional, a 8 de lunio de 1982. del expediente sOHcitado, asi._
como la providencia de la Sala a 11 de junlo del mismo afio,'"
ordenando la entrega de una fotocopia del elpedlente al Pro­
curador de CNT. En el texto de la resoluci6n admimstrativa de
remisi6n del expediente a la Audiencia Nacional no se dice
que Se diera orden para la notificación a los interesados de dicha
remisi6n, tal como establece el articulo 8.2, párrafo segundo, de
le. Ley 62/1978, ni consta en las actuaciones judiciales que tal
notificación se efectuara. El hoy recurrente en amparo. la UGT.
afirma en su demanda que nunca recibió tal notiftcadón. Final­
mente es de notar que en el -Boletín Oficial del Estado. núme·
ro 288, de 29 de· noviembre de 1982, página 32817, apareció un

·anuncio de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Nacional en el que .se hace saber para .;onoc!mlento
de las personas a' cuyo favor pudieran derivarse derechos de \os
actos administrativos impugnados y de quienes tuvieren lnte·
reses directos ea el mantenimiento de los mismos...• , que se
hablan interpuesto dos recursos. uno de los cuales, el. mime·
ro 13.624, es el·que nos concierne; el anuncio termina diciendo:
.10 que c;e anuncIa para emplazamiento de los que, con arreglo
a los articulas 60. 64 Y 66, en relación con los 29 y 30 de la Ley
de la Jurisdicci6n Contenc~oso·Administrativa, puedan compare­
cer como codemanda.dos o coadyuvantes en los indicados recUT­
·sos y ante la Sección expl esada... El anuncio lleva fAcha de Maw

drid, 3 de junio de 1982. En las actuaciones judiciales no consta
el original de este anuncio para emplazamiento nl, por consi­
guiente, la fecha de su remisión al .Boletín Oficial jel Estado...
Tal anuncio puede considerarse como ejecución de la última
frase (antes reproducida en este mismo antecedente) de la pro.
videncia de,3 de lunio. El proceso ante la Audiencia Nacional
sigui6 desde este dla su tramitación y la sentencie. se pronun.
ció el 16 de octubre de 1982•. es decir. cuarenta y tres dlas antes
de la· publicacl6n en el _Bolelln Oficial del Estado. del empla·
zamiento edictal.

Epterados por la prensa de la citada sentenda 1 antes de
publicarse el anuncio para empla7amiento, la ue interpuso
contra aquélla recurso de apelad6n con fecha 8 de noviembre.
en ei que alegó la nulidad del procedimiento con la violación
del articulo 24.1 de la Constitución, por causa de mdefensi6n.
Desestimado dicho recurso de apelación por ia Sala Tercera del
Tribunal Supremo, por su sentencia de 28 defeurero de 1983,
contra ella, y asimismo contra la de la Audiencia Nacional, in·

Sala Segunda. Recurso de amparo numeras 202-2221
1983.-Sentencia número 10211983, de 18 de n.ovi~m-
breo -
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terpuso la UGT el presente recurso de amparo. En su demanda
alega que como destinataria de parte de los fondos repartidos

or la R~soluc16n lmpúgnada por la CNT, es _claro que UGT
rania. interés legitimo en el mantenimiento de la Resolución de
9 de marzo de 1982; No obstante. como no se le notificó' por el
órgano administrativo la remisión del expediente y como, por
otra parte. la publicación en el «Boletírt Oficial del Estad,?"
del emplazamiento adictal fue extemporanee.. ya que se prodUjO
después de pronunciada la sentencia del proceso en el que hu­
biera querido comparecer, entiende que se le ha producide;> inde­
fensión con violación del derecho del 24.1 de la COnstituCión Es­
padola '{en adelante CE>. por todo lo cual, en el suplico de su
demanda. la UGT pide que este Tribunal le o~or~ue el amparo
que solicita y que declare ..la nulidad de las .md~cadas senten­
cias por indefensión. retrotrayendo las actuacIones al momento
inmediato posterior al de remisión del expediente,.. Este recurso
de amparo se ha tramitado bajo el número 202 de 1983 (RA 202/

1983iercero._por demanda fechada a 8 de a.hri! de 1983, el. ~e·
presentante procesal de la Confederación Smdlcal de ComlSlo­
nes Obreras (en adelante ce,oo.) interpuso recurso de amparo
por violación de sus derechos de los articulos 14 y 24.1 de
la CE contra la sentencla del Tribunal Supremo. Sala. Tercera,.
de 28 de febrero de l.983, pidiendo la nulida~ de. la ml~ma, asi
como también la de la sentencia de la Audlencla NaCIOnal de
16 de octubre de 1982. Por otrosi pedía Que, si la _Sala I~ esti­
mare oportuno y en uso del artículo 55.2 de la Ley Orgámca de
este Tribunal (en adelante LOTe~ se elevara al Pleno la posi­
ble inconstitucionalidad de los articulas BO y 64 de la Ley de la
Jurisdicción Contencioso AdminIstrativa. Este recurso de am­
paro se ha tramitado bajo el número 222 de 1983 (RA 222/1983).

Cuarto.-En el RA 2'02/1983. la Sección Cuarta dictó una pro­
videncIa el 27 de abril de 1983, admitiéndolo a trAmite y acor­
dando requerir de los órganos cOrrespondientes la remisión de
las actuaciOnes judiciales.

Se personaron en el proceso, por sendos escritos de· 20 de
mayo y 19 de mayo. el Abogado del Estado y el repre~en~ante
de CNT, a quienes la. Sección, por providencia de 1 de lUDIo de
1983, acordó tener por comparecidos y parte.

También' compareció la representante de CC.OO. en el
RA 222/1983 por escrito de 18 de mayo de 1983. solicitando la
acumulación de los recursos 202 y 222, por lo que la Secci~n. en
providencia de 1 de junio, acordó oír, por plazo comun de

.cinco días, a todas las partes sobre la acumulación. El repre­
sentante de la CNT no formuló. alegaciones al respecto. todas
las demás partes pidieron la acumulación y la Sección, por auto
de a de julio de 1983. acordó la acumulación del recurso .núme.
ro 222 al número 202. y al mismo tiempo abri6 el trámIte del
artículo 52 par'a que, habiéndose ya recibido las actuaciones
judiciales, Se pusieran de maniflesto a las partes para ~legacio.
nes Presentaron los escritos correspondientes la DGT. relterando
bre~emente lo expuesto en su demanda el Fiscal general del Es·
tado y el Abogado del' Estado. Hay una diligencia del Secre­
tario de Justicia, haciendo constar que dentro _del plazo esta­
blecido no formularon alegaciones ni el representante de CC.oo.
ni el de CNT.

En su escrito de alegaciones, el Fiscal afirma qUe en el ..pro­
ceso contencioso no fueron parte las Centrales hoy recurrentes.
y Que no lo fueron por no haber sido .emplazadas cuando tenian
la consideracIón de partes demandadas", por lo que, como la
necesidad de olr procesalmente a las partes ..es una exigencia
conceptual y lógica de todo proceso,.. en el celebrado ante la
AudIencia Nacional Se produjo la vulneración del derecho .in­
vocado esto es la situa<:!ón de indefensión vedada por el ar­
tfculo 24.1 de la CE. No obstante, el Ministerio Fi~cal pide la
denegación del amparo porque entiende que ..si la posible inde­
fensión en una instancia procesal es corregida en la siguiente,
revisora de la anterior. no puede propiamente hablarse de in·
defensión•. A su tuicio. eso es lo que ha ocun:ido en este caso,
pues si bien es cierto que ..hubo total indefensión,.. ante la Au­
diencia, «ello quedó corregido en la apelación desde el mo­
mento que alegaron 10 que a su derecho convino y el Tribu­
nal Supremo consideró. examino y terminó rechazando su pre­
tensión de fondo•.

Por su parte. el Abogado del Estado pide al Tribunal que
·dicte sentencia estimatoria del a.mparo solicitado,.. La senten­
cia de la Audiencia se dictó en un proceso al que no fueron
llamadas las Centrales Sindicales hoy recurrentes en amparo y
en el que. por consiguiente, no tuvieron IntervenCIón alguna,
pese a que del acto administrativo impugnado en la vía con.
tenciosa se derivaban derechos a su favor.· El no haberles per.
mitido la defensa contradictoria no puede encontrar justifica­
ción nI en el articulo 8.2 de la Ley 662/1978. de 26 de diciem.
bre, pues la forma de notificación en él establecida «no veda
al órgano jurisdiccional el emplazamiento directo,.~ ni en los
articulos 60 y 64 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Admi­
nistrativa (en adelante UCA1. respecto a los cuales el Abogado
del Estado reproduce la doctrina de este Tribunal, no sir. edemAs
hacer ver que en este caso ni siqUiera se efectuó el empla2;a­
miento por edictos, pues la publicación del anuncio se hizo con
posterioridad a la sentencia. Sobre la petición de CC.OO. respecto
a que. en Uso de la vía abierta·por el articulo 55.2 de la LOTe,
se eleve al Pleno la posible lnconstitucionalidad de. 108 ar­
Uculos BO y 64 de la UCA, recuerda que este asunto ya fue
objeto de consideración en las sentendas de 20 de octubre de
1982 y 23 de marzo de 1983, por lo qUe el mismo tratamiento alU
riada al problema conviene en este caso. '

La Saía, por providencia de 19 de octubre. señaló para la
deliberación y votación del presente recurso el día 2 de no­
viembre de 1985.

!l. FUNDAMENTOS JURlDICOS

Primero.-Para resolver este recurso ~de amparo constituyen
otros tantos puntos de referencia las setenctas que las dos Salas
de este Tribunal han pronunciado ya e~ cuatro ocasIOnes a pr~­
pósito del· emplazamiento por edictos, y que son la sentencia
9/1981, de 31 de marzo. en RA 107/1980 (<<Boletin Oficial del Es­
tado,. de 14 dé abril de 198U; la sentenc1a63J1982, de 20 de oct~­
bre en RA 12/1982 {.Boletín Oficial del Estado,. de 17 de noviem~.
bre' de 1Q82}; la sentencia 22/1983, de 23 de marzo: en RA 4031
1982 (.Boletín Oficial del Estado,. de 27 de abril de 1983) y la
sentencia 48/1983. de 31 de mayo. en RA 412/1982 (..Bolettn Óftcial
del Estado,. de 17 de junio de 1983>' En todas ellas, aunque desde
distintos puntos de enfoque impuestos por las peculiarid6des de
cada caso. se analiza el contenido del derecho fundamental del
24.1 de la CE, consistente en que ..en ningún caso pueda produ.
cirse indefensión_o y se pone en conexión tal garantía con el
emplazamiento por edictos permitido por la Ley de la Juris­
diccIón Contencioso Administrativa en sus artículos 60 y 64,
éste en relación. con el 29. Aun insertando esta sentencia en la
linea doctrinal de las antes citadas, conviene advertir. ya desde
el principio, que en el caso. que nos ocupa ni siquiera hubo em.
plazamiento edictal, pues el anuncio previsto e~ el articulo 60
de la UCA con el valor del artículo 64, en relacIón con las per­
sonas a que se- refiere el 29 de la.rnisma Ley,·se publicó el 29 de
noviembre de 1982 cuando ya el proceso respecto al cual tal
emplazamiento hubiera cumplido· su función estaba resuelto por
sentencia desde el 16 de octubre del mismo año. Decir, como lo
hace el Tribunal Supremo en el segundo considerando de su
sentencia ftQui impugnada, que el órgano jurisdiccional no pro.
dujo indefensión porque conforme a los articulas 60 y 64 «ordenó
la publicación correspondiente en el· "Boletín Oficial dA] Esta­
do",., constituye una afirmación in"ostenible por varias razj:>oes,
que exponemos a continuación. Como este Tribunal ya ha ex­
Duesto en sus sentencias citadas. el articulo 24.1 de la CE con­
tiene tm. mandato dirIgido también al intérprete de las Leyes y,
por tanto, a los órganos jurisdiccionales ..consistente en promo.
ver la defensión, en la mediqa de lo posible. mediante la coITes.
pondiente contradicción_. lo que condUce no al mantenimiento
de la ffcdón de que las personas encuadradas en el arUcu.
lo 29 de la UCA quedan suficientemente instruidas de la inter~
posición .de un recurso por la utilización del mecanismo edictal
establecido en los articulas ea y 84 de la UCA, sino, por el ~n~
trario, .a establecer el emplazamiento personal a los Que pue­
dan comparecer como demandados. siempre que eIJo resulte fac­
tible,.. En el caso presente es evidente que del contenido de la
Hesolución impu.'Plada. la. de la Substecretaría de Empleo y
Relaciones LaooFales de 9 de marzo. de 1982, se derivan derechos
o, cuando menos. intereses oue converth1n a UGT y a CC.OO. en
parte dentro del proceso abierto por CNT al amparo de la
Ley 82/1978. efe 26 de dkiembre: condición de parte que les otorga
el srtkulo 29 de la WCA, anllcable subsidiariamente al proceso
de la Ley 62/197a, a tenor del articulo 8 de la misma. Por con­
<¡{gulente. hubieran debído ser emplazadas las Cenha}es SiIldi­
"ales hoy recurrentes en amparo, dando ('umpltmlento al ar.
tículo 8.2, párrafo segundo, de la Ley 62/1978. QUe la notiflca­
ción de que allí Se habla hubiera debido hacerla le: Administra­
ción o el órgano jurisdiccional es cuestión de lelil"alidad ordinaria
en la Que este Tribunal no debe entrar. pero en oualquíer caso
es ·claro que. al margen de la discutible interpretación de ese
orecp.pto. la Audi~ncia Nadonal debió nroeP-der al emplazamlen.
to de quienes debía.n ser consideradas nartes del proceso tan
oronto como al recibir el expediente remitido nor la Administra­
cMn tuvo conocimiento de ouiénes eran las directamente afec­
tadas, en el sentido del articulo 29,OOr el acto administrativo
imommado. Emplazamiento que debió ser personal v no edictal.
por las razonps va eXDuestas y puesto aue la identificación de
Quienes tenían dArecho a ser T}Q.rtes era cIarisima. Si a eso se
at'i.ade que la publicación de) anuncio con r¡retendldos (nero
nulos, por ínconstitudonales) efectos de emolazamiento fue a
todas lUCE!! extemporánea, es evidente oue se oroduio índefen­
!lión con dara viola('i(m riE"l articulo 24.1 de la CE en oerjufcio
d"l olliBnps nc"'; piden amoaro. a quienes. en consecuencia. hay
O"'" ot.orllJ'tr"el0. .

SpQ'undo.-Contra el rfl:mn:1\Tl;pnto flnt-prio" se ha.n adudrlo
en el nroceso oripripa1mpnte dos arg-umentos, a lo''; que con­
viBnp (lAr resuuesta.

El Trihunal Sunrpmo aJe~a Que no hubo ln(lef~nsitin "Cuesto
oue los Sinnicatos comollrer;erop. en apelación. El Ministerio
FlflNl.l. OUB anreria ('omo indubHablA la exlstenria de inrlef~n­
,,!tin Bnte 1:). Audienris. entiende. sin ell'lbanro; QUe la indefen- I

sión C1UArlÓ corree!('!a en la in~t.ancla nrocesal ,'>i,ll·'liente. La
anwmentaritin. mfJs exr¡]kita del Fisca.l. subsume 18 anenas
esh02'ada del Tribunal Supremo, pero debe .'lAr rechazada.

De admitirse el razonamient-o. ello equivaldria a dar por buena
la pérdida para quienes tienen la condición de partes en un
prOCeso de toda la primera Instancia, con tal de que luego se
les admitiera en apelación (OOsi9 del Tribunal Supremo) o, ade­
más, alegasen en apelación sobre el fOl).do. Quedaria a9i legi­
timado un perjuicio procesal tan graVe como. es la privación del
derecho a ser ofdo en primera Instancia con la consIguiente pér­
dida de la expectatíva 8- obtener en ella una &entencia favorable
y con la carga de tener-que apelar para defenderse de un fallo
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desfavorable producido en un proceso que ha transcurrido sin
una satisfactoria construcción de uno de 8US presupuestos, como
es el emplazamiento de quienes tienen legltima.ción para ser
parte. El mismo Ministerio Fiscal no olvida que la defensa debe
producirse desde el primer momento, 0086 que no aucedió en
este caso .como en buena razón debiera- haber sucedido, y e8
evidente Que. ppr muy amplIa que pudiera I8r la defensa en
.apelación, la indebida ausencia de las partes hoy recurrentes
.en toda la primera instancia las situa, también eQ 1& fase im­
pugoatoria. en una sitUACión de desigualdad, pues sobre ellas
pesa 1& necesidad de impugnar una sentencia desfavorable que
tal vez no lo habrfa sido si, debida y oportunamente e:mplaza·
dos, hubieran podido defenderse en el proceso contencioso-admi­
nistrativo ante la Audiencia Nacional. Por todo ello hay que
concluir 'que la garantía del articulo 24.1 de la CE implica el
derecho a no sufrir·lndefensión por falta de emplazamiento en
-cualquiera: qe las instancias, sin que pueda entenderse correw

gida o subsanada 1& indefensi6n por falta de emplazamiento
producida en la primera, por el hecho de la _comparecencia en
apelaci6n ni aun cuando en esta via' haya conocido el Tribu­
nal "ad quem" sobre el fondo del asunto.

El otro argumento al que convieone dar respuesta· esté. tam­
bién en eJ considerando tercero. de la sentenr;ia dei Tribunal
Supremo, y consiste en afirmar que no ~e produjo indefensión
porque las pretensiones de mantenimiento del acto impugnado,·
que de haber comparecido en primera instancia los hoy recu·
rrentes en amparo,habrian sido las suyas. fueron a1lf defendi­
das "e iguahllente sustentadas por el Abogado del Estado, que
fue parte tnla primera instancia.. A t.al alegación hay que res­
ponder con l4s mtsmas. rAZOnes ya expuestas en el fundamento
jurídico ( de 1a sentencia 48/1983, de 31 de mayo, antes citada.
pues estimamos que las demandantes en amparo tienen derecho,
de acuerdo· con el atticulo 24.1 de la CE y con la doctrina de
nuestras sentencias, a ser emplazadas personalmente en el pro­
ceso contencioso, porque su derecho es a ser oidas al margen de
que sus alegaciones -coincidan o no entera o parciftlmente con
las de cualquiera de las partes qUe hayan Qomparecido en dicho
proceso.

Tercero.-EI representante en este proceso constit.ucional de
OC.OC.invocó también )a infracción del artículo 14 de la CE;

Pleno. Cuestión de tnconstituci.onalidad numero
301/1982. Sentencta numero 103/1983, de 22 dtl no­
vÚlmbre, )1 votos particulares.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Ma·
nuel Garcia-Pelayo y Alonso, Presidente; dOn Jer6nimo ·Aroza·
mena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Díe:z de
Velasco Vallejo, don Francisco Rubio Llorente, don.a Gloria Be­
gué Cantón, don Luis Diez Picazo, don' Francisco Tomás y Va·
llente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escudero
del Corral, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera
Verdaguer, Magi&trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstttucionalidad número 301/82; plan­
teada por la Magistratura de Trabajo número 1 de Madrid, en
autos seguidos a instancia de don Tomás Ruiz Cabaftas contra
el Instituto Nacional de la Seguridad Social sobre reclamación
de prestaciones de muerte y viudedad" caUSa del fallecimiento
de su espo&ft. Han sido partes el Fiscal general del Estado y el
Abogado del Estado y ha sido ponente el Magistrado don Luis
Diez Picaza, quien expre.sa el. parecer .del TrIbunal.

l. ANTECEDENTES_
. .

Primero.-Don Tomás Ruiz Cabañas es desde 1969 pensi·onista
por invalidez permanente absoluta,_ estuvo adscrito a la antigua
Mutualidad Laboral Siderometalúrgica y percibe en concepto de
1nvalidez una pensión de la Seguridad Social. El &'6ñor Ruiz
Cabañas estuvo casado con dalla Nieves Gómez Durán, con -la
que convivió hasta el fallecimiento de dicha señora. Dofta Nieves
G6mez Durán fue, en su momento, declarada en situación de
invalidez, en grado de incapacidad permanente absoluta, y se
le re'conoció el derecho de percibir una pensión vitalicia con
efectos económicos a partir del dia 1 de diciembre de 1973.

Segundo.-Doña Niéves Gómez Durán falleció en Madrid el
dla 2 de Julio de 1980. En ese momento don Tomá& Ruiz Cabañas
se dirigi6 al Instituto NaCIonal de la Seguridad Social ~licitan­

do la prestación de viudedad 'causada por el fallecimiento de su
esposa, por serie· a su juicio debida y ser ademAs compatible
con la que por invalidez venia percibiendo el mismo.

La Dirección Provincial de Madrid del Instituto Nacional de
la Seguridad Social. por Resolución fechada el 24 de septiembre
de 1981, notific6 al &'8ñor Rulz Cabañas que se le había denegado
la prestación de viudedad solicitada. en raz6n -se decia- a que
el solicitante tiene medios de subsistencia, citándose expresa-·
mente que es pensionista de invaltdez. En apoyo de talressolu­
ción, se citó el apartado segundo del articulo 7 de la Orden
mini~terial de 13 de febrero de 1967.

sin embargo. como muy bJen nota el Fiscal. no aportó razona­
miento alguno sobre la misma, Por'ello, y COmo el examen
del asunto no nos sugiere ninguna posible relación del mismo
con el arUculo· 14 de la CE. no procede mayor anaUsis de una I

invocación formulatoria e inoportuna. También propone CC.OO.
la elevación al Pleno de la posible lnconstituc1onaHdad del ar­
Uculo 64 de la WCA. A este respecto basta, oornoapunta el
Abogado del Estado, con una remisión a anteriores sentencias
y en particular al fundamento juridico tercero "in fine. de la
de 20 de octubre de 1982. Por lo demu, conviene tener en CUen­
ta que en este caso ni .siquiera 18 produjo el emplazamiento
edlctal, como ya dijjrnos, pues tal forma d~ emplazamiento no
puede entenderse producida cuando el órgano Judicial envia
el anuncio 'al "BoleUn Oflcial del Estado". sino cuando tal anun­
cio se publique. hecho que aqui se produjo después de pronun·
ciada la. sentencia de la Audiencia Nacional.

f~LLO

En atención a todo lo expuestot.el Tribunal Constitúcional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NAcrON ESPA"'OLA.

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por Unión General de Trabaja­
dores. y por Confederación Sindical de Comisiones Obreras y,
por consiguiente. declarar nulas la sentencia de la Sala Tercera
del Tribunal Supremo de 28 de febrero de 1983 y la de la Sala
de lo Contencfoso Administrativo de la Audiencia Nacional de

·16 de octubre de 1982, retrotrayendo las actuaciones al momento
inmediato posterior al de recepción por la Audiencia Nacional
del expediente remitido por la Subsecretaria de Empleo y Rela~
ciones Laborales del Ministerio -de Trabajo,

Publiquese esta sentencia en el "Boletin Oficial del Estado•.

'Madrid, 18 de novIembre de 1983.-Jerónimo Arozamena 8Je­
rra.---Francisco Rubio "Llorente.-Luis Diez Picazo.-Francisco To­
más y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera Ver·
daguer.-Firmados y rubricados.

Contra la mencionada Resolución int~rpuso don Tomás Rulz
Cabañas recurso de reposici6n ante el Director provincial del
Instituto Nacional de la seguridad Social. En su mencionado
escrito, el sedor Ruiz Cabadas consideraba que él cumplta los
requisitos del artículo 160 de la Ley General de la seguridad
Social para percibir pensión de viudedad, toda vez que habia
convenido con su fallecida e&posa y se encontraba a carla de
ella, ya que para subsistir ambos necesitaban acumular Ia& dos
pensiones. ~n el mismo escrito el señor Ruiz Cabañas conside~
raba que el articulo 7.2. 0 de la Orden de 13 de febrero de 1967
habia que coñsiderarlo' derogado y aplicable en cambio el articu~
lo 10 de la citada Orden ministerial que e&tablece la compatiDj". .
de.dde la pensión de viudedad con las rentas de trabajo o con
otras pensiones.

La mencionada reclamación fue desestimada por la Dirección
Provincial de Madrid del Instituto Nacional de la Seguridad
Social y en vista de ello~ con fecha 11 de diciembre de 1981, don
Tomás Ruiz Cabañas formuló demanda ante 1& Magistratura de
Trabajo número 1 de Madrid contra el Instituto Nacional de la
Seguridad Social reclamando el reconocimiento con efectos re·
troactivos al momento del fallecimiento de &u esposa del-derecho
a las prestaciones por mul3rte y supervivencia.

En su escrito de de¡nanda seiialaba el demandante que el &1'.
ticulo 10 de la Orden ministerial de 13 de febrero de 1967 esta·
blece la compatibilidad de la pensión de viudedad con cualquier
otra renta que perciba la viuda por trabajo a por pensión, y
alegaba que las normas qUe contiEUlén discriminaciones por ra­
zón de sexo han bido expresamente derogadas por la Constitu­
ci6n, en cuanto lesionen el articulo 14 de la Carta Constitucional,
razón por la cual bastaba -a su juicio- demostrar la conviven·
cia y la certeza de las cotizaciones para poder acumular su pen­
sión de invalidez con la Viudedad causada por su esposa.

En el acto del" juicio la representación del Instituto Nacional
de la Seguridad Social se _opuso a la demanda y alegó, entre
otros preceptos, el articulo 160, numero 2, de la Ley General de
la Seguridad Social, en su texto refundido aprobado por Decreto
2065/1974. de 30 d~ mliYo.

Tercero.-PorescritQ fechado el 5 de Junio de 1982, don Tomás
Ruiz Cabañas solicitó del Magistrado de Trabajo numero 1 de
Madrid que planteara cuestión de inconstitucionalidad contra
el artículo 160 de la Ley General de la seguridad Social, texto
refundido aprobado por Decreto 2065/1974, .ele 30 de mayo, como
contrario a los articulas 14 y 41 de la Constitución Espaiiola.·

El Fiscal evac~6-su dictamen con fecha 15 de julio de 1982.
adhiriéndose a la petlcibn de que !le planteara la cuestión de
tnconstitucíonalidad, y entendiendo que existe la contradicción
entre el mencionado artículo 160 de la Ley de la Seguridad Social
de 30 de mayo de 1974 y los articulas 14 y 41 del texto constt~
tucional.

CUlirto.-El Magistrado de Trabajo número 1 de Madrid, por
auto dictado con fecha 21 de julio de 1982, acordó promover la
cuestión de inconstitucionalidad por contravenir el precepto le·
gal discutido los artículos 14 y t1 de la Constitución Española.


